
 

 
 

  
  

 
   

 
  

 

 

  

 
 
 
 
 
 

 

3. ¿Tenemos un plan nacional 
de paz y seguridad? 

Ernesto Enríquez Rubio* 

SUMARIO: I. Seguridad pública en México; 1.1 Génesis y evolución. 
II. Reformas de los años 1983, 1994, 1996, 2005 y 2008. III. Las re-
formas contradictorias de los últimos años; 3.1 La violación a la so-
beranía de los estados; 3.2 Las fuerzas armadas en las calles; 3.3. 
Otros elementos más de violación. IV. Las estrategias para el forta-
lecimiento de la seguridad pública 2006/2018; 4.1 Gobierno del presi-
dente Felipe Calderón Hinojosa (2006/20012); 4.2 Medidas del presi-
dente Enrique Peña Nieto (2012/2018); 4.3 Los resultados 2006/2012. 
V. El llamado Plan nacional de paz y seguridad 2018/2024; 5.1 Las 
disposiciones constitucionales y reglamentarias; 5.2 Guardia Nacio-
nal; 5.3 Aciertos. VI. Última reflexión. 

I. Seguridad pública en México 

En nuestro país, las funciones del Estado son entendidas como el 
conjunto de normas que crean órganos y fijan su actuación y los fi-
nes que deben alcanzar;1 se encuentran indicadas en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. En el caso de la seguri-
dad pública, el artículo 21 la define como una función a cargo de la 
Federación, las entidades federativas y los municipios, y comprende: 
“la prevención, investigación y persecución de los delitos, así como 
la sanción de las infracciones administrativas, en los términos de la 
ley, en las respectivas competencias que esta Constitución señala”. 
Además, precisa que la actuación de las instituciones de seguridad 
pública se regirá por los principios de legalidad, objetividad, eficien-
cia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos re-
conocidos por la Constitución. 

* Licenciado en Derecho por la Escuela Libre de Derecho.
 Serra, A. (2001). Derecho administrativo, Porrúa, México, p.183. 
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Asimismo, establece que las instituciones de seguridad pública 
deberán ser de carácter civil, disciplinado y profesional, debiendo 
coordinarse las instituciones policiales de los tres órdenes de gobierno 
con el Ministerio Público para cumplir los objetivos en la materia e 
integrar el Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

El artículo 73, fracción XXIII, de la carta magna, faculta al Con-
greso para expedir leyes que establezcan las bases de coordinación 
entre los tres órdenes de gobierno y para organizar a las instituciones 
de seguridad pública en materia federal, de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 21. 

Por su parte, el artículo 115, fracción VII, señala que la Policía 
Preventiva estará al mando del presidente municipal en los términos 
de la Ley de Seguridad Pública del Estado y que acatará las órdenes 
que el gobernador de la entidad le transmita en aquellos casos que este 
juzgue como de fuerza mayor o alteración grave del orden público. 

Estrechamente vinculado con la función de seguridad pública está 
el concepto de policía: del latín politia y del griego politeia, “cuerpo 
encargado de velar por el mantenimiento del orden público y la segu-
ridad de los ciudadanos a las órdenes de las autoridades políticas”.2 

En este mismo sentido se pronuncian Marco Antonio Díaz de 
León, que define a la policía como “encargada de velar por el man-
tenimiento del orden público y la seguridad de los ciudadanos”,3 y 
Serra Rojas: 

los fundamentos constitucionales del régimen de policía se encuentran 
en los artículos 89, fracción I y 73, fracción XIII de la Constitución, que 
la definen como conjunto de ordenamientos jurídicos encaminados a 
mantener el orden público y la seguridad de la población a las órdenes 
de las autoridades con el fin de regular la actividad de los particulares y 
mantener el orden jurídico.4 

2 Real Academia Española (2001). Voz “Policía”, Diccionario de la Lengua Es-
pañola, 22ª ed., Madrid, p.1217. 

3 Díaz de León, M. A. (2000). Diccionario de derecho procesal penal y de térmi-
nos usuales en el proceso penal, 4ª ed., Porrúa, México, t. II, p.1708. 

4  Serra, A. Op. cit., p. 595. 
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En cuanto a la Policía Ministerial, los artículos 21 y 102 de la 
Constitución le asignan una función coadyuvante con el Ministerio 
Público en la investigación de los delitos. 

En la actualidad, tenemos tres tipos de policía en el país: 

1. La Policía Federal: que es competente en delitos del fuero federal 
como terrorismo, sabotaje de instalaciones estratégicas, ataque a 
las vías generales de comunicación, narcotráfico, contrabando, los 
que atenten contra el patrimonio de la Nación y aquellos que, con 
base en la Ley contra la Delincuencia Organizada, son atraídos por 
la Federación para su investigación y seguimiento. 

2. La Policía Estatal: se encarga de los delitos del fuero común y las 
conductas que ponen en riesgo la seguridad pública, ya sea a través 
de cuerpos preventivos —para disuadir la comisión de los ilícitos— 
o en el apoyo a la policía judicial —para la integración y persecu-
ción del delincuente—. 

3. La Policía Municipal: su responsabilidad se centra en el cumpli-
miento del Bando de Policía y Buen Gobierno y favorece la convi-
vencia social y el orden público con base en el civismo.5 

1.1 Génesis y evolución 

La seguridad pública ha sido, desde la época prehispánica, motivo de 
preocupación y permanente regulación. 

Imperio Azteca. Los calpullec (judicial del imperio) tenían bajo su 
responsabilidad vigilar las calles del barrio, obligar a los vecinos a 
mantener limpios los frentes de las casas, cuidar que no llegaran al 
barrio (calpulli) merodeadores para realizar actos de rapiña, intervenir 
en los pleitos entre vecinos y vigilar los graneros públicos (considera-
dos de alta prioridad para el Estado). Su designación se hacía en una 
ceremonia especial en el teocalli (casa señorial), y su organización 

5  Consultado en http://www.diputados.gob.mx/sesop/Comisiones/3_spublica.htm. 
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contaba con una firme estructura jurídica, un código de conducta de la 
vida social y un estricto comportamiento moral.6 

Época Colonial. No existió una constitución propiamente dicha, y el 
derecho aplicable era el del Reino de Castilla, contenido en las Orde-
nanzas Reales y el llamado derecho indiano, constituido por las Or-
denanzas del Consejo de Indias y algunas costumbres de los pueblos 
indígenas. 

En 1525, se instituyó el primer cuerpo de alguaciles de la ciudad, 
con la Ordenanza de Cortés, en la que se estipulaba que los alguaciles 
tenían el derecho de participar en el cabildo con voz y voto, con fa-
cultades para tomar acciones severas contra la delincuencia, así como 
contra vagos, alcohólicos y malvivientes y, ante la falta de tribunales 
adecuados, podrían ejecutar a los salteadores de caminos de acceso a 
la ciudad en el lugar mismo en que fueran aprehendidos. Se auxiliaban 
de alguaciles menores que realizaban sus tareas mediante rondas para 
patrullar la ciudad. 

Constitución de Apatzingán. Al establecer los tres poderes, establece 
que el Gobierno tiene bajo su custodia la protección y seguridad ge-
neral de todos los ciudadanos, y que, aun los transeúntes, si reconocen 
la soberanía e independencia de la nación, quedarían protegidos en 
sus personas y propiedades. Estima que la seguridad de los ciudada-
nos consiste en una garantía social y atribuye al supremo congreso la 
facultad de reglamentar la sanidad de los ciudadanos, su comodidad y 
demás objetos de policía (artículos 4°, 17 y 118). 

Constitución Federal de 1824. Dentro de las facultades del presidente 
están las de disponer de la Fuerza Armada permanente de mar y tierra; 
de la milicia activa para la seguridad interior y defensa exterior de la 
Federación, y de la milicia local para los mismos objetos, debiendo 
obtener previamente consentimiento del Congreso General, cuando 
esta tenga que salir de sus respectivos estados o territorios (artículo 
49). Cabe hacer notar que las funciones de seguridad pública, si bien 
expresamente no se detallan, se infiere que las tenía la milicia local. 

6 Iñigo, A. (1994). Bitácora de un policía, 2ª ed., Grupo Editorial 7, México, p.14. 
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Constitución Centralista de 1836. Conocida también como las Siete 
Leyes Constitucionales, en el artículo 14, fracción VII de la Sexta Ley, 
establecía que las juntas departamentales, juntamente con el goberna-
dor, emitirían las ordenanzas municipales de los ayuntamientos y los 
reglamentos de policía interior del departamento. Por lo tanto, la poli-
cía era responsable de la salubridad, cuidar de las cárceles, hospitales, 
escuelas y de la tranquilidad y el orden público en el vecindario. Los 
encargados de la policía eran los jueces de paz; que, además, practi-
caban las diligencias en poblaciones menores de 1,000 habitantes en 
lo civil como en lo criminal que, por su urgencia, no daban lugar a 
ocurrir a las autoridades superiores. 

Constitución Federal de 1857. En ningún precepto se habla de segu-
ridad pública, sólo de prevenciones, si bien el artículo 116 otorgó a 
los poderes federales la facultad de proteger a los estados contra toda 
invasión o violencia exterior de manera inmediata; y, en caso de su-
blevaciones o trastornos interiores, condicionó su auxilio a la petición 
expresa de la legislatura o del gobernador respectivo, disposición nun-
ca claramente interpretada; y que, en la mayoría de las ocasiones, fue 
usada por el titular del ejecutivo federal para sofocar, mediante el uso 
de las fuerzas armadas, las rebeliones interiores.7 

Constitución de 1917. En su texto original, el artículo 21 establecía que: 

La imposición de las penas es propia y exclusiva de la autoridad judi-
cial. La persecución de los delitos incumbe al Ministerio Público y a 
la Policía Judicial, la cual estará bajo la autoridad y mando de aquel. 
Compete a la autoridad administrativa la aplicación de sanciones por 
las infracciones de los reglamentos gubernativos y de policía, las que 
únicamente consistirán en multa o arresto hasta por 36 horas, pero si el 
infractor no pagare la multa que se le hubiese impuesto, se permutará 
esta por el arresto correspondiente, que no excederá en ningún caso de 
36 horas. 

Si el infractor fuese jornalero, obrero o trabajador, no podrá ser 
sancionado con multa mayor del importe de su jornal o salario de un día. 

Tratándose de trabajadores no asalariados, la multa no excederá 
del equivalente de un día de su ingreso. 

7 González, M. (1993). Las controversias entre la Constitución y la política. Cua-
dernos constitucionales México-Centroamérica, México, unam, p. 9. 
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Por su parte, el artículo 115, fracción séptima (del texto original), 
disponía que: “El Ejecutivo Federal y gobernadores de los estados 
tendrán el mando de la fuerza pública en los municipios donde resi-
dieren habitual o transitoriamente”. Estos preceptos se conservaron 
prácticamente intactos de su texto original hasta la Reforma de 1983. 

II. Reformas de los años 1983, 1994, 1996, 2005 y 2008 

Del 3 de febrero de 1983. Redujo el plazo del arresto, en caso de que 
el infractor no pague la multa de 15 días y 36 horas, así como también 
el monto de la multa del jornalero, obrero o trabajador, del importe 
del jornal o sueldo de una semana a un día. Adicionalmente, se mo-
dificó la fracción III, del artículo 115, para establecer que los munici-
pios —con el concurso de los estados, cuando así fuere necesario y 
lo determinen las leyes— tendrán a su cargo, entre otros servicios la 
seguridad pública y el tránsito. 

Del 31 de diciembre de 1994. Estableció las bases de la seguridad pú-
blica actual de México, al especificar que se trata de una función a car-
go del Estado en sus tres órdenes de gobierno, federación, entidades 
federativas y municipios; que deberán actuar de manera coordinada 
y que las instituciones policiales deben de regirse por los principios 
de legalidad, eficiencia, profesionalismo y honradez. En esa misma 
fecha se reformó el artículo 73, fracción XXIII, al otorgar facultades 
al Congreso para: 

… expedir leyes que establezcan las bases de coordinación entre la Fe-
deración, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios en materia 
de seguridad pública, así como para la organización y funcionamiento, 
el ingreso, selección, promoción y reconocimiento de los integrantes de 
las instituciones de seguridad pública en el ámbito federal. 

Del 3 de julio de 1996. Por la que se modifica el penúltimo párrafo del 
artículo 21 de la Constitución, para equiparar el monto de las multas 
impuestas a jornaleros, obreros o trabajadores con las de 36 horas que 
se imponían al resto de la población. 
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Del 20 de junio de 2005. Se adiciona un párrafo 5° al artículo 21: “El 
Ejecutivo Federal podrá, con la aprobación del Senado en cada caso, 
reconocer la jurisdicción de la Corte Penal Internacional”. Se reco-
rren, en su orden, los actuales artículos 5° y 6°, para pasar a ser 6° y 7°. 

Del 18 de junio de 2008. Sin duda, la más importante en materia de 
seguridad pública que ha tenido la Constitución y representa la conso-
lidación del marco jurídico de la seguridad pública, ampliando su con-
cepto, al incluir tres funciones diferenciadas: la prevención, la investi-
gación y la persecución de los delitos. También aumenta los principios 
que rigen la seguridad pública, adicionando dos: objetividad y respeto 
a los derechos humanos. Finalmente, en las disposiciones contenidas 
en los incisos de la a) a la e), se configuran con un alto grado de detalle 
los elementos que integran el Sistema Nacional De Seguridad Pública, 
incluyendo las prácticas de selección y capacitación del personal; las 
bases de datos criminalísticas; la participación de la sociedad civil en 
la evaluación de las políticas de seguridad pública; el origen de los 
fondos asignados para esta función y para sus instituciones.8 

Como puede observarse, el actual Sistema Nacional de Seguridad Pú-
blica, que ha renovado las políticas e instituciones en esta materia — 
sin precedente en nuestro marco constitucional— tiene sus primeros 
antecedentes en las reformas realizadas al artículo 115, en la década de 
1980 del siglo xx. 

III. Las reformas contradictorias de los últimos años 

La reforma de junio de 2008, modificó sustancialmente el servicio de 
seguridad pública y reguló el derecho procesal penal acusatorio, que 
definió como función concurrente a cargo de la Federación, de las en-
tidades federativas y de los municipios a dicho servicio, y comprende 
la prevención de los delitos, su investigación, persecución y sanción 
bajo los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesiona-
lismo, honradez y respeto a los derechos humanos. Después de esta 
reforma, el legislador federal —no el Constituyente Permanente—, 

8 Rabasa, E. (2012). El marco jurídico de la seguridad pública en México, Po-
rrúa, México, p. 22. 
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al regular el mal denominado “narcomenudeo”, modifica con un de-
creto la Ley General de Salud y el Código Penal Federal,9 y establece 
una inexistente concurrencia en materia de delitos del orden federal, 
otorgándoles a las entidades federativas y a los municipios, facultades 
para la procuración e impartición de justicia en esta materia. 

3.1 La violación a la soberanía de los estados 

Todo lo relacionado con psicotrópicos, químicos esenciales y estu-
pefacientes, es del ámbito federal, por lo que los legisladores de las 
entidades federativas no están facultados para legislar en ese sentido. 
A mayor abundamiento, la propia Ley General de Salud reserva a la 
Federación “la prevención y el consumo de estupefacientes y psico-
trópicos y el Programa contra la Farmacodependencia” (artículos 3°, 
fracción XXI y 13, apartado A). Es por esto por lo que no es entendible 
lo establecido en el decreto mencionado, pues lleva la norma más allá 
de los límites constitucionales al obligar a las autoridades ejecutivas y 
a los ministerios públicos locales, así como a los jueces, a aplicar (en 
forma combinada) leyes generales, federales y locales, violándose la 
soberanía de las entidades federativas. 

En efecto, una ley general distribuye competencias, pero, de nin-
guna manera, puede regular atribuciones conferidas a los tres órdenes 
de gobierno, como es el caso que nos ocupa. 

Otro supuesto lo tenemos con las modificaciones a la Constitu-
ción publicadas el 14 de julio de 2011, en el Diario Oficial de la Fe-
deración, en donde se “federaliza” el secuestro, cuya reglamentación 
corresponde a las legislaturas locales. Con esto se establece, aparen-
temente, un nuevo orden legal que podríamos llamar “nacional”, no 
contemplado en nuestra Constitución, en donde se busca que la au-
toridades administrativas y judiciales locales apliquen en delitos del 
fuero común lo que se dispone en una ley general,10 sustituyéndose a 
los legisladores locales e invadiendo su esfera de competencia. 

9 Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de 
la Ley General de Salud, del Código Penal Federal y del Código Federal de Proce-
dimientos Penales, publicado en el Diario Oficial de la Federación, el 20 de agosto 
de 2009. 

10  Ley General para Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de Secuestro. 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
https://www.juridicas.unam.mx/  
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

https://revistas.juridicas.unam.mx/  Libro completo en 
https://tinyurl.com/2ftxx64w

DR © 2020. Instituto Nacional de Ciencias Penales (inacipe) 
Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Jurídicas



¿TENEMOS UN PLAN NACIONAL DE PAZ Y SEGURIDAD?

 

91 

Uno más, lo encontramos en el arraigo, que nuestra Constitución 
establece para los supuestos de delincuencia organizada y delitos gra-
ves; sin embargo, esta figura, que afecta severamente los principios 
de presunción de inocencia y del debido proceso y, por lo tanto, trans-
grede los derechos humanos del individuo, las legislaturas locales la 
han ampliado hasta los casos de probables responsables de delitos no 
graves y de testigos. 

3.2 Las fuerzas armadas en las calles 

Dentro de este caos legislativo, que buscaba poner orden y lo único 
que logró fue profundizar en el desorden, no podemos dejar de men-
cionar la contradicción en la que actualmente estamos viviendo. Así, 
basándose en una interpretación de la Suprema Corte de Justicia para 
que las fuerzas armadas (Ejército, Marina y Fuerza Aérea) solo coad-
yuven, a petición expresa de las instituciones de seguridad pública, 
que deben ser de “carácter civil, disciplinado y profesional”, en ciertas 
tareas específicas y por tiempo determinado, el Ejecutivo federal hizo 
caso omiso de lo dispuesto por el artículo 129 constitucional: 

En tiempo de paz ninguna autoridad militar puede ejercer más funcio-
nes que las que tenga exacta conexión con la disciplina militar. Sólo 
habrá Comandancias Militares fijas y permanentes en los castillos, for-
talezas y almacenes que dependan inmediatamente del Gobierno de la 
Unión o en los campamentos, cuarteles o depósitos que, fuera de las 
poblaciones estableciere para la estación de tropas. 

No solo eso, sino que en 2018 pretendió —mediante una Ley de 
Seguridad Interior— poner bajo mando militar a la seguridad pública, 
confundiéndola como si se tratara de un tema de seguridad interior. 

Afortunadamente, la Suprema Corte de Justicia puso un necesa-
rísimo alto a la tendencia, que inició desde la presidencia de Felipe 
Calderón y continuó con el presidente Enrique Peña, de dar cada vez 
más atribuciones a las fuerzas armadas en materias estrictamente re-
servadas a los civiles. Este campo será retomado en el análisis del 
supuesto Plan Nacional de Paz y de Seguridad, del entrante gobierno 
del presidente López Obrador. 
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3.3 Otros elementos más de violación 

Erróneamente, se ha aplicado como ley federal la Ley General del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública, que solo distribuye compe-
tencias y no jurisdicciones. En efecto, todas las entidades federativas 
tienen sus propias leyes estatales; no así la Federación, que no cuenta 
con facultades expresas pues carece de una ley específica en la ma-
teria, por lo que generalmente se apoya en la ley general, en la Ley 
de la Policía Federal o en las resoluciones del Consejo Nacional de 
Seguridad Pública, imponiendo criterios a las entidades federativas, 
sin respetar las instancias de decisión de estas. 

Asimismo, se ha pretendido establecer un mando único o mixto 
en las entidades federativas, conculcando las atribuciones de los mu-
nicipios, sin contar con un soporte constitucional adecuado. 

Un último ejemplo lo tenemos en la creación de la llamada Co-
misión Nacional de Seguridad, que carecía de estatuto jurídico propio 
y cuyo único sustento se encontraba en el Reglamento Interior de la 
Secretaría de Gobernación.11 

IV. Las estrategias para el fortalecimiento de la 
seguridad pública 2006/2018 

4.1 Gobierno del presidente Felipe Calderón Hinojosa 
(2006/20012) 

Durante su período, el presidente Calderón lanzó, en forma poco acer-
tada, lo que él llamó la “guerra contra el narcotráfico” que pretendía: 

� recuperar la fortaleza del Estado y de los espacios públicos; 
� modernizar el sistema de justicia penal, al pasar de un modelo 

inquisitorio a uno acusatorio, sustentado en la presunción de ino-
cencia; 

11 Recientemente, el Congreso de la Unión aprobó reformas a la Ley Orgánica 
de la Administración Pública Federal, por las que se creó la Secretaría de Seguridad 
Pública y Protección Civil, a la que se le transfirieron las atribuciones en la materia 
que tuvo la segob, y en las que se asimilaba a la comisión como una subsecretaría y 
no como órgano desconcentrado, y sin autoridad directa sobre la Policía Federal, que 
reportaba directamente al titular de la dependencia. 
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� contar con un código penal único en toda la República, tanto para 
la tipificación de conductas y sus penas como para los procedi-
mientos en su persecución, investigación y, en su caso, sanción; 

� un mando policial unificado que facilitara la coordinación y co-
laboración entre los tres órdenes de gobierno; 

� incorporar a los tres órdenes de gobierno a la lucha contra el 
narcomenudeo; 

� revalorar los cuerpos de policía, impulsar su profesionalización y 
fortalecer la cultura de legalidad; 

� consolidar la Secretaría de Seguridad Pública; 
� construir una plataforma única de información llamada Platafor-

ma México; 
� modernizar el sistema penitenciario, apoyando la readaptación 

social de manera eficaz; 
� fortalecer la cultura de legalidad y el tejido social; 
� desarticular organizaciones criminales, destruyendo los elemen-

tos que les permitan generar riquezas ilícitas; e 
� impulsar la cooperación internacional con el Plan Mérida. 

De estas medidas, el presidente Felipe Calderón solo logró avan-
ces en la implementación del sistema penal acusatorio, incorporar a 
los tres órdenes de gobierno a la lucha contra el narcomenudeo12 —sin 
el sustento constitucional correspondiente—, la creación de la Plata-
forma México, consolidar la Secretaría de Seguridad Pública e iniciar 
los procesos de profesionalización de los cuerpos policíacos. 

4.2 Medidas del presidente Enrique Peña Nieto (2012/2018) 

El presidente Peña pretendió ampliar e integrar de mejor manera las 
medidas que el presidente Calderón había tomado en materia de segu-
ridad pública, por lo que dentro del Plan Nacional de Desarrollo —en 
la Estrategia México en Paz— incorporó, entre lo más relevante: 

� dar sustento legal a la participación de las Fuerzas Armadas en el 
campo de la seguridad pública; 

� impulsar la prevención del delito y la participación social; 

12  Supra 3.1. 
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� fortalecer la coordinación entre los tres órdenes de gobierno; 
� crear la Comisión Nacional de Seguridad, que sustituyó a la Se-

cretaría de Seguridad Pública, quedando adscrita, como unidad 
administrativa, a la Secretaría de Gobernación; 

� transformar el sistema penitenciario a un modelo de reinserción 
social efectivo; 

� reforzar las tareas de inteligencia y regionalizar la estrategia de 
seguridad, privilegiando una política preventiva, en vez de re-
activa; 

� reducir la incidencia de los delitos con mayor impacto en la po-
blación y los vinculados con la economía ilegal; 

� consolidar la justicia penal acusatoria; 
� implantar la Clave Única de Identidad; 
� crear, en forma obligatoria, las policías únicas estatales y la susti-

tución de más de 1 800 cuerpos policíacos municipales; 
� promover la defensa de los derechos humanos; 
� tomar el control, por el Gobierno federal, de aquellos municipios 

infiltrados por el crimen organizado; 
� reorganizar la policía de reacción (Policía Federal) y la de proxi-

midad (Gendarmería); y 
� concluir con el Plan Mérida. 

De las anteriores estrategias, si bien el presidente creó la Comi-
sión Nacional de Seguridad, con las limitaciones expuestas, y avanzó 
en los procesos de reorganización de la Policía Federal y de la Gen-
darmería, desafortunadamente en las demás no tuvo el éxito esperado, 
salvo el caso del Plan Mérida que, afortunadamente, contuvo, con lo 
cual evitó la clara intromisión que estaba teniendo Estados Unidos de 
América en materia de política interior. 

En cambio, tuvo retrocesos importantes en cuanto a la platafor-
ma informática y en la profesionalización de los cuerpos de policía y 
omisiones muy lamentables en el campo de la prevención del delito; 
la participación social; en dar un sustento jurídico adecuado a la par-
ticipación de las Fuerzas Armadas, en forma excepcional, en tareas de 
seguridad pública, y, lo más grave, en la consolidación del Sistema 
Penal Acusatorio, modelo que todavía no ha permeado por completo 
en el orden jurídico mexicano. 
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Finalmente, no logró incidir en evitar la ruptura del tejido social 
y sí, en cambio, continuó vulnerando las atribuciones y competencias 
de las entidades federativas y de los municipios. 

4.3 Los resultados 2006/2012 

Por ser de todos conocidos, solo me referiré a algunos relevantes. Por 
ejemplo, ante la falta de servicios de inteligencia estructurados, las ac-
ciones de prevención y contención del delito y de la movilidad de los 
grupos criminales no dieron resultado. Esto resultó en que estos gru-
pos fortalecieron y expandieron sus áreas de influencia, como sucedió 
en el caso del cartel Jalisco Nueva Generación que, en los últimos seis 
años, alcanzó una relevancia preocupante desde las costas de Jalisco 
hasta las del Golfo de México, situación que también se observa en los 
carteles de Sinaloa y del Golfo. 

En el caso de los homicidios dolosos, durante este período pasa-
ron de 11 806 a 29 320, con un promedio en el gobierno del presiden-
te Calderón de 17 256 que arrojó un total acumulado, en el sexenio, 
de 106 536. En el gobierno del presidente Peña, el promedio saltó a 
21 026, lo que alcanzó una cifra acumulada de 147 185 en los seis años. 

Los robos de mercancía en tránsito, las extorsiones y los asaltos, 
de 2011 a 2017 —cifras disponibles hasta esta fecha—, tuvieron incre-
mentos constantes, salvo el caso de la extorsión que, en el último año 
analizado, presentó una caída; situación que también encontramos en 
el asalto de bienes o en dinero, de acuerdo con el inegi y el análisis 
que, de sus cifras, hace Centro GEO. 

Por lo que se refiere al desempeño institucional, y basado en el 
análisis que el Centro GEO hace de la Encuesta Nacional de Victi-
mización y Percepción sobre Seguridad Pública del inegi, es preocu-
pante el grado de desconfianza de la población en las instituciones. 
El Ejército, y sobre todo la Marina, presentan indicadores razonable-
mente aceptables; en cambio, los de las policías, tanto federal como 
estatales, son alarmantemente bajas. 
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V. El llamado Plan nacional de paz y seguridad 
2018/2024 

En los últimos días del mes de noviembre de 2018, el presidente electo 
de México, Andrés Manuel López Obrador, presentó su Plan nacional 
de paz y seguridad 2018/2024, con las siguientes estrategias: 

� erradicar la corrupción y reactivar la procuración de justicia; 
� garantizar empleo, educación y salud; 
� garantizar respeto y promoción de los derechos humanos; 
� regenerar la ética de la sociedad; 
� reformular el combate a las drogas; 
� emprender la construcción de la paz; 
� recuperación del control de las cárceles y su dignificación; y 
� nuevo Plan de Seguridad Pública para lograr la construcción de 

una cultura de paz de mano de instituciones y la población. 

Con las siguientes prioridades: 

� atender los problemas sociales, por considerar que sin crecimien-
to económico no hay empleo ni bienestar, lo cual no contribuye a 
la paz y estabilidad social; 

� recuperar el campo de su abandono, lo cual es la causa del origen 
de la inseguridad y violencia; 

� atender prioritariamente a los jóvenes, para garantizarles el de-
recho al estudio y al trabajo y alejarlos de organizaciones cri-
minales; 

� integrar a todas las fuerzas del orden: Ejército, Marina, Fuer-
za Aérea, Policía Federal y policías de las entidades federativas 
y municipales bajo un solo mando, constituyéndose la Guardia 
Nacional; 

� profesionalizar a las policías; 
� crear la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana; 
� sustituir el Centro de Investigación y Seguridad Nacional (cisen) 

por el Centro Nacional de Inteligencia, sectorizado en la nue-
va Secretaría de Seguridad (debería depender directamente de la 
Presidencia de la República); 

� dar amnistía a criminales, siempre y cuando se obtengan los con-
sensos de la sociedad y de las víctimas, con especial énfasis en 
jóvenes y campesinos; 
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� fortalecer la defensa de los derechos humanos; y 
� retirar, en tres años, a las Fuerzas Armadas de las calles y privile-

giar la tecnología e inteligencia por encima de la fuerza.13 

Si bien el tiempo transcurrido entre la presentación de este plan 
nacional y la fecha de esta conferencia es muy corto para hacer un 
análisis exhaustivo del mismo, sí es factible realizar una serie de con-
sideraciones relevantes: 

5.1 Las disposiciones constitucionales y reglamentarias 

La simple lectura de los artículos 25, párrafo tercero, y 26, fracción 
A, de nuestra carta magna, fácilmente nos permiten comprender que 
el denominar Plan nacional de paz y seguridad a una serie de buenos 
propósitos no es apegado al orden jurídico mexicano y, técnicamente, 
es muy modesto e impreciso en sus alcances. 

En efecto, solo puede haber un plan nacional durante un sexenio 
gubernamental federal, que es el Plan Nacional de Desarrollo (pnd); 
debe ser sometido a la consideración del Congreso noventa días después 
del inicio de la nueva administración federal (artículo 21 de la Ley de 
Planeación), después de una serie de consultas a los sectores producti-
vos y organizaciones sociales. Todas las demás políticas públicas, estra-
tegias y acciones podrán quedar contenidas en programas sectoriales, 
institucionales o regionales, pero no en planes de todo tipo.14 

Por otro lado, el “plan” en análisis no distingue seguridad na-
cional, seguridad interior, seguridad humana, seguridad ciudadana, ni 
seguridad pública; los emplea como términos análogos, aun cuando 
existen profundas diferencias entre estos, y cuya atención es responsa-
bilidad de diversas instancias de los tres órdenes de gobierno: los dos 
primeros, de las Fuerzas Armadas, y el resto, de la estructura policíaca 
y ministerial al mando de civiles. 

13 Plan Nacional de Paz y Seguridad 2018/2024. Transición México 2018. (Dis-
ponible en https://lopezobrador.org.mx/wp-content/uploads/2018/11/Plan-Nacional-de-
Paz-y-Seguridad_.pdf). 

14 Durante todo el mes de diciembre de 2018, el presidente López Obrador estuvo 
dando a conocer planes en materia de salud, energía, desarrollo fronterizo, etc., sin 
guardar apego alguno a las disposiciones constitucionales y a la Ley de Planeación 
vigente. 
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Además, propone integrar, bajo un mando único, tanto a las 
Fuerzas Armadas como a todas las fuerzas de seguridad pública civil, 
por encontrarse estas últimas “incapacitadas para cumplir su tarea de 
prevenir y combatir el delito”, y contar con una Policía Federal con 
“déficit de disciplina, capacitación y profesionalismo” y con muchos 
de sus integrantes dedicados “a funciones administrativas”. Lo mismo 
sucede: 

con los agentes ministeriales y las policías estatales y municipales; en 
general carecen de profesionalismo, protección social y condiciones 
adecuadas de trabajo. En muchas corporaciones los efectivos están con-
trolados por la delincuencia y movidos por el interés y la corrupción, no 
por el deber del servicio público.15 

Todas estas afirmaciones y cambios a la estructura operacional 
de las fuerzas del orden se proponen sin mencionar las reformas cons-
titucionales y la denuncia de tratados o convenciones de las que Mé-
xico es parte y que, expresamente, señalan que las Fuerzas Armadas 
no deben de participar, y solo en casos extremos coadyuvar temporal-
mente, en materias de seguridad pública expresamente reservadas a 
las instituciones civiles del Estado. 

El plan va aún más allá, al establecer que estatalmente la coor-
dinación operativa la tendrá el Ejército o la Marina, según el caso, 
y propone un nuevo orden —si así se me permite llamarle— entre 
el gobernador y el presidente, de coordinadores estatales, agregando 
mayor confusión a la actual (que ya de por sí es bastante grave).16 

15 Ibidem, p. 4. 
16 No pasaron 24 horas del día de esta exposición para que la Conferencia Na-

cional de Gobernadores (conago), con la presencia del presidente López Obrador, 
lograra que tal medida se derogara; quedando los gobernadores como responsables, 
con el apoyo de un secretario técnico —designado por el titular de la Secretaría de 
Seguridad y Protección Civil Federal—. Es más, al 15 de enero de 2019 (fecha en que 
se envió para su impresión esta presentación), el Congreso de la Unión debatía sobre 
la pertinencia, o no, de llevar a cabo una reforma constitucional para la creación de la 
Guardia Nacional; por implicar esto un hecho sin precedente en la historia política de 
México (la única vez que este Cuerpo se utilizó fue para luchar contra la intervención 
extranjera, nunca para temas de seguridad pública) y por sus impactos en el Pacto 
Federal. 
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5.2 Guardia Nacional 

En el borrador de la iniciativa, para su creación hubo una gran confu-
sión con otros cuerpos que operan con éxito en otras naciones, como 
es la Gendarmería francesa, los Carabineros italianos o la Guardia Na-
cional española, que tienen organizaciones distintas y orígenes total-
mente diferentes a los que se pretende en México. Esto, sin mencionar 
el cambio en la estructura del pacto federal, al pretender derogar las 
atribuciones concurrentes que en materia de seguridad pública tienen 
los estados y, desde luego, los municipios, cuyo origen data desde la 
época precortesiana. 

Existe también imprecisión en las facultades de las secretarías de 
la Defensa y —de reciente creación— de Seguridad y Protección Ciu-
dadana, en el caso de la Guardia Nacional, y un error de ubicación del 
Centro Nacional de Inteligencia, que debe depender directamente del 
presidente (otra cosa es la inteligencia policial), así como inconsisten-
cias en la propuesta y contradicciones en la exposición. Por haberse 
dado a conocer el día anterior a la conferencia, no fue posible hacer 
un análisis más profundo de la iniciativa; sin embargo, como está re-
dactada es inviable y difícilmente la aprobará el Congreso, sobre todo, 
por la adscripción de la Guardia Nacional a la Fuerzas Armadas. 

5.3 Aciertos 

Sin duda, el mencionado “plan” tiene aciertos en su diagnóstico, al ha-
cer un énfasis muy claro y realista en la falta de atención a los grupos 
más pobres y a los marginados de nuestra sociedad, si bien no necesa-
riamente puede atribuirse a este descuido la causa eficiente única de la 
inseguridad pública en México. 

En efecto, el no mitigar los excesos de la economía de mercado y 
de las políticas del llamado Consenso de Washington provocó un gran 
descontento social legítimo y nunca bien resuelto. 

VI. Última reflexión 

Desafortunadamente, las otras facetas de atención a víctimas, repara-
ción del daño, sistema penitenciario y la reinserción social, Sistema 
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Penal Acusatorio y fortalecimiento del tejido social o no se mencionan 
o se tratan marginalmente; sobre todo en cuanto al fortalecimiento de 
las fuerzas policíacas del orden municipal y estatal en vez de centrali-
zar el uso de la fuerza en la Federación, lo que impide su articulación 
en el Plan nacional de paz y seguridad 2018/2024, que recientemente 
se ha dado a conocer. 

Finalmente, sin temor a equivocarme, el tema de la seguridad 
abrirá en los próximos meses un enorme espacio de reflexión para 
lograr el equilibrio entre la acción del Gobierno y el ejercicio legítimo 
de la fuerza, y el respeto a los derechos humanos y al orden consti-
tucional de México, en especial en materia de facultades y atribucio-
nes de los gobiernos municipales y de las entidades federativas y la 
participación directa de la Fuerzas Armadas en materia de seguridad 
pública. Un reto altamente atractivo desde el punto de vista de la in-
vestigación jurídica y política, y socialmente apasionante por estar 
involucradas la libertad y justicia para que nuestra sociedad pueda 
vivir con esperanza, bienestar y dignidad. 
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